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Introducción

Con esta publicación, la Oficina de la OIT para América Central, Haití, 
Panamá y República Dominicana da inicio a la serie “Fascículos del 
Mundo del Trabajo” que busca constituirse en una puesta en común 
sobre varios de los temas contenidos en la Agenda 2030 de Desa-
rrollo Sostenible aprobada, en 2015, por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas.

En cada una de las ediciones de esta serie, diferentes expertos abor-
darán tópicos prioritarios, particularmente los relacionados con el 
Trabajo Decente. Esto, con el propósito de contribuir a la generación 
y divulgación de conocimiento que permita tomar decisiones infor-
madas y sustentadas a la hora de trazar e implementar políticas para 
promover el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, 
el empleo pleno y productivo y el trabajo decente en la región.

Empezar este esfuerzo abordando el tema de la autonomía económi-
ca de las mujeres es reconocer la prioridad que reviste el promover el 
empoderamiento de las mujeres para lograr la igualdad de género. Y 
es que, ya lo señala el objetivo 5 de la Agenda 2030, para la mayoría 
de las mujeres, la principal fuente de independencia económica y de 
dignidad es el trabajo.

Estamos conscientes de que esta región presenta grandes desafíos 
en materia de promoción de la igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres. Por eso consideramos que esta publicación es 
un valioso aporte que permitirá a sus lectores advertir las relaciones 
que existen entre esa realidad y varios de los objetivos y metas que 
conforman la agenda 2030 de Desarrollo Sostenible, en cuya conse-
cución todos y todas tenemos un papel que desempeñar con el com-
promiso de No dejar a nadie atrás. 

Carmen Moreno 
Directora

Oficina de la OIT para América Central,  
Haití, Panamá y República Dominicana
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La Agenda 2030 y la autonomía económica  
de las mujeres en Centroamérica  

y República Dominicana

1.	 Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) una 
oportunidad para alcanzar la igualdad entre muje-
res y hombres 

En septiembre de 2015 la Asamblea General de Naciones Unidas 
aprueba el documento Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible, que representa el compromiso consen-
suado más ambicioso que hasta el momento se ha dado en la co-
munidad internacional con el propósito de lograr el bienestar de la 
humanidad en equilibrio con el planeta.

Este documento dibuja con claridad el futuro deseado. Pretende un 
mundo sin hambre ni pobreza, libre de violencia y temor, con acceso a 
educación de calidad, atención sanitaria y protección social, en el que 
esté garantizado el bienestar físico, mental y social de todas las per-
sonas. Los países se comprometen a crear las condiciones necesarias 
para un crecimiento económico sostenible, inclusivo y sostenido, una 
prosperidad compartida y el trabajo decente para todos, así como a 
construir sociedades pacíficas, justas e inclusivas, a proteger los dere-
chos humanos y promover la igualdad entre los géneros.

Los 17 ODS y sus 169 metas asociadas recorren dimensiones estra-
tégicas sobre las que se requiere trabajar para alcanzar ese mundo 
proyectado. Se trata de un proyecto ambicioso que pretende preo-
cuparse más por quienes están en condición de mayor rezago, por lo 
que los países firmantes afirman “Al emprender juntos este gran viaje, 
prometemos que nadie se quedará atrás…”

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible es una gran oportuni-
dad para dar un salto significativo en la erradicación de las desigual-
dades, en particular la existente entre mujeres y hombres.

Esta aspiración está recogida y concretada no solo en el ODS 5. Lo-
grar la igualdad de género y empoderar a todas las mujeres y las 
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niñas y en sus 9 metas. En forma explícita, 18 metas de 7 de los ODS 
diferentes al 5 hacen referencia a las mujeres, las niñas o a aspectos de 
género. Y sin duda, desde la óptica de la igualdad, más allá de estas 
27 metas, todos los ODS requieren una concreción particular para evi-
tar las generalizaciones que desdibujan y relegan a las mujeres. 

Se reconoce el carácter universal, indivisible e interrelacionado de 
los ODS, de manera que es claro que el rezago en la consecución de 
cualquiera de los 17 ODS representa un obstáculo mayor para alcan-
zar el resto. Esta concepción reta las estrategias y propuestas nacio-
nales sectorializadas, algo que ha caracterizado las políticas públicas 
en Centroamérica y República Dominicana. 

Asimismo, en el marco la integralidad de la propuesta, los Estados 
explícitamente entienden la centralidad del ODS 5. 

La consecución de la igualdad entre los géneros y el empode-
ramiento de las mujeres y las niñas contribuirá decisivamente 
al progreso respecto de todos los Objetivos y metas. No es po-
sible realizar todo el potencial humano y alcanzar el desarrollo 
sostenible si se sigue negando a la mitad de la humanidad el 
pleno disfrute de sus derechos humanos y sus oportunidades. 

Como se analizará en los siguientes apartados, en lo que atañe a las 
mujeres y las niñas se cuenta en la subregión con suficiente evidencia 
empírica para identificar las fuertes vinculaciones e interdependencias 
existentes, en particular, entre los Objetivo 1. Poner fin a la pobre-
za en todas sus formas y en todo el mundo, Objetivo 5. Lograr la 
igualdad de género y empoderar a todas las mujeres y las niñas, 
Objetivo 8. Promover el crecimiento económico sostenido, inclusi-
vo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el trabajo decente 
para todos y Objetivo 10. Reducción de las desigualdades.

En este contexto, la deuda histórica que persiste en la región de 
Centroamérica y República Dominicana con respecto a la autono-
mía económica de las mujeres pone en jaque la consecución de los 
ODS. Por ejemplo, aunque en Centroamérica y República Dominicana 
la brecha de género al interior de la población que carece de ingre-
sos propios se haya venido reduciendo desde los años 90, esta sigue 
siendo dramática. Datos analizados por la Comisión Económica para 
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América Latina (CEPAL) señalan que para el año 2014 la proporción de 
mujeres que carecían de ingresos propios duplicó la de los hombres 
en todos los países de la subregión1 (CEPAL, 2016c). Es de destacar 
que en Guatemala son más de la mitad de las mujeres (51%) las que 
carecen de ingresos propios (CEPAL, 2016c).

Este es uno de los indicadores más relevantes de la desigualdad de 
género, por su magnitud, porque habla de la falta de autonomía eco-
nómica de las mujeres, y porque evidencia el poco avance de nuestras 
sociedades en esta materia. En este contexto las mujeres quedan en 
un riesgo aumentado de pobreza, tanto si se mide por nivel de ingre-
sos como desde el enfoque multidimensional.

2.	 Un punto de partida desfavorable y un futuro 
inquietante 

La Agenda 2030 se suscribe en un momento difícil para América Lati-
na y el Caribe. Esta región, que a diferencia de otras logró atravesar 
la crisis de 2008-2009 sin grandes sobresaltos, vivió en los últimos 
años una desaceleración económica que OIT cataloga como crisis a 
cámara lenta (OIT, 2015: 22 y 16). Para el año 2016 el Fondo Mone-
tario Internacional (FMI) estimó una contracción económica de -0,6%, 
mientras la CEPAL considera que podría llegar a -0,9% (OIT, 2016: 
19-20). Centroamérica y República Dominicana, a pesar de partir de 
condiciones más desfavorables, parece resistir frente a esta desacele-
ración, de manera que se espera que registre un crecimiento econó-
mico positivo, con niveles similares a los de 2015, alrededor del 3,8% 
(OIT, 2016: 21). 

Esta crisis que ha perjudicado el mercado laboral latinoamericano 
tampoco ha hecho tanta mella en la subregión centroamericana. Esto 
se evidencia en indicadores como el desempleo, que a nivel conti-
nental aumentó en 2015 tras cinco años de disminución, alcanzando 
el 6,8% ese año, y 8,1% en 2016 (OIT, 2016: 13). Mientras que en 
Centroamérica el aumento del desempleo ha sido más ligero pasando 
de 5,3% en el III trimestre de 2015 a 5,5% en el III trimestre de 2016 
(OIT, 2016: 31).

1	  No hay cifras disponibles para Nicaragua.
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A pesar de recibir un menor impacto de la crisis, la subregión enfrenta 
condiciones económicas y sociales marcadamente más desfavorables 
que sus vecinos del sur. Así, en Centroamérica se encuentran los paí-
ses más desiguales del continente. El coeficiente de Gini, que va de 
0 (para representar la ausencia de desigualdad) a 1 (para representar 
la desigualdad máxima), fue en 2015 de 0,469 para América Latina. 
Sin embargo, todos los países de la subregión, salvo República Domi-
nicana2, presentaron niveles de desigualdad por encima del prome-
dio regional, siendo Guatemala el país latinoamericano más desigual   
(CEPAL, 2016c: 7-8). Otros indicadores también dan cuenta del reza-
go de Centroamérica con respecto a Suramérica. La pobreza en 2013 
fue de 28,1% a nivel latinoamericano, mientras que en los países de 
Centroamérica y República Dominicana, salvo Costa Rica y Panamá, 
superan por mucho el promedio regional. El porcentaje de personas 
en condición de pobreza fue de 40,9% en El Salvador, de 40,7% en 
República Dominicana, de 54,8% en Guatemala, de 58,3% en Nicara-
gua y de 69,2% en Honduras (CEPAL, 2014: 95-96)3.

Por otro lado, esta subregión enfrenta retos urgentes en materia de 
seguridad y estabilidad que también condicionan la consecución de 
los ODS. A continuación se plantean algunos elementos e indicadores 
que permiten perfilar este panorama.

2.1	 El trabajo de las mujeres en Centroamérica y República 
Dominicana

Las mujeres en la subregión enfrentan importantes desventajas para 
generar ingresos propios y la inserción laboral. Como ya se ha seña-
lado, una proporción importante de mujeres no cuenta con ingresos 
propios. Esto es particularmente significativo, si se considera que la 
pobreza monetaria es la privación que más contribuyó en 2012 a la 
pobreza multidimensional de la subregión, que en países como Ni-
caragua, Honduras y Guatemala fue superior al 80% (CEPAL, 2014: 
85-87).

2	  No hay información disponible para Nicaragua.
3	 Datos de El Salvador y República Dominicana corresponden a 2013, de Nicaragua a 2009, de 

Honduras a 2010 y de Guatemala a 2006.
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Esta situación está estrechamente ligada a las limitaciones para la in-
serción y la permanencia de las mujeres en el mercado laboral. En este 
sentido, es de destacar que la tasa de participación femenina en las 
últimas décadas y hasta 2012 ha mantenido una tendencia sostenida 
a crecer, en contraste con la masculina que, aunque sigue siendo sen-
siblemente superior, ha estado disminuyendo. Sin embargo, en 2013 
y 2014 las mujeres disminuyeron su participación, por efecto desalien-
to4 en Costa Rica (de 43,9% a 43%), El Salvador (de 49,3% a 47,8%) y 
Nicaragua (de 65,1% a 63%) (OIT, 2016: 88). 

Por otra parte, la tasa de participación laboral femenina varía según 
los ingresos familiares, moviéndose ambos en el mismo sentido, lo 
que repercute en el aporte de las mujeres a dichos ingresos. En los 
países de la región, esto aportes no llegan a representar el 40% de los 
que hacen los hombres y esta proporción es menor cuando los hoga-
res pertenecen al primer quintil. Las diferencias al comparar el peso 
de los aportes femeninos en los ingresos laborales entre los hogares 
del primer y el último quintil llegan a ser superiores a 20% en algunos 
países como Panamá o Costa Rica (CEPAL, 2014: 198) (Ver Gráfico en 
Anexo 1).

Llaman la atención las grandes diferencias que se dan en Panamá y 
Costa Rica, países donde hay menor tasa de participación femenina y 
esta es muy superior entre mujeres de hogares de niveles más altos. 
En Panamá las tasas de participación femenina en el primer y en el 
último quintil son 28,2% y 65,5% respectivamente y en Costa Rica 
31,8% y 59,1% (CEPAL, 2015: 13). En consecuencia, si no se mejora 
masivamente la preparación de las mujeres, una mayor participación 
laboral femenina no necesariamente disminuirá la pobreza de los ho-
gares ni las desigualdades entre ellos.

En cualquier caso, la desventaja de las mujeres en la inserción laboral y 
su menor participación no son un fenómeno casual ni fortuito. Detrás 
de él se encuentra la división sexual del trabajo que, en las socieda-
des contemporáneas, altamente mercantilizadas, se articula en torno 

4	 Cuando las personas quisieran trabajar, pero no buscan trabajo porque no esperan encon-
trarlo, se consideran desalentadas y no son parte de la población económicamente activa
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a una injusta organización social de los cuidados5. El trabajo doméstico 
no remunerado, asignado cultural y unilateralmente a las mujeres, es el 
recurso central, muy frecuentemente el único, con el que cuentan los 
hogares, y constituye la columna vertebral de la organización social de 
los cuidados. Este trabajo no pagado tampoco es reconocido como 
trabajo, aunque demanda jornadas laborales nada despreciables. Las 
encuestas de uso del tiempo dan cuenta de tendencias claras en la 
región; las mujeres dedican más del triple de tiempo que los hombres 
al trabajo no remunerado (CEPAL, 2016b: 59). Por ejemplo, en Gua-
temala en el año 2014, las mujeres dedicaron en promedio 36 horas 
semanales al trabajo no remunerado y los hombres tan solo 4,7 horas. 
Las cifras disponibles para el resto de países de la subregión eviden-
cian una tendencia similar, de manera que en Panamá y Costa Rica las 
mujeres trabajaron de forma no pagada 35,9 y 55,2 horas semana-
les respectivamente, mientras que los hombres tan solo 14,1 y 20,1       
(CEPAL, 2016b: 60).

Esta asignación privatizada del trabajo reproductivo a las familias y 
dentro de ellas a las mujeres es injusta en un sentido doble. Favorece 
la desigualdad entre familias, algunas con capacidad para adquirir más 
y mejores servicios de cuido y, además, impone a las mujeres importan-
tes restricciones para su formación e inserción laboral. 

Como es de esperar, las limitaciones son mayores para las mujeres 
de hogares con personas dependientes6. Cuando hay niñas y niños, 
cuanto menores son, menor es también la participación laboral de las 
mujeres comparada con la de los hombres. Esta relación varía de 60% 
cuando hay niñas y niños menores de 6 años, a 75% cuando tienen 
entre 6 y 14 y llega 80% cuando no hay menores. Por otra parte, estas 

5	 Por cuidados podemos entender la gestión y el mantenimiento cotidiano de la vida y de 
la salud, la necesidad más básica y diaria que permite la sostenibilidad de la vida. Presenta 
una doble dimensión “material”, corporal –realizar tareas concretas con resultados tangibles, 
atender al cuerpo y sus necesidades fisiológicas– e “inmaterial”, afectivo-relacional –relativa 
al bienestar emocional (Pérez Orozco, 2006: 10).

6	 Todas las personas requerimos cuidados, no solo las personas dependientes, ya que todas 
necesitamos contar con alimentos preparados, una vivienda limpia, vestimenta cuidada, entre 
otros. La atención de personas dependientes no necesariamente es lo que más tiempo exige, 
pero el tiempo que demanda usualmente está vinculado a horarios específicos, y en ese sen-
tido hace difícil conjugarlo con otras actividades como las de formación o las laborales.
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diferencias son más marcadas en los hogares del primer que en los del 
último quintil de ingresos (CEPAL, 2014: 36). 

No será posible alcanzar los ODS mientras la mayoría de las mujeres, 
en particular las de familias de menores ingresos y las adolescentes 
y jóvenes, sigan sin poder formarse ni trabajar por tener que asumir 
trabajo doméstico en sus hogares. Cambiar esta situación requiere 
políticas interrelacionadas de cuido, formación y empleo, pensadas 
desde las realidades de las mujeres, en particular tomando en cuenta 
su ciclo de vida. 

2.2 	 Violencia en Centroamérica y República Dominicana
La consecución de la Agenda 2030 en Centroamérica y República Do-
minicana está condicionada por el urgente reto que enfrenta la subre-
gión en términos de seguridad ciudadana. El aumento de la violencia 
y la inseguridad en las últimas décadas pone en jaque las posibilida-
des de alcanzar directamente el ODS 11, y por tanto el conjunto de 
ellos dada su integralidad.

Esta situación de violencia tiene múltiples manifestaciones e impor-
tantes consecuencias que se reflejan, entre otros, en las altas tasas de 
homicidios. Según criterios de la OMS7, estas tasas alcanzan niveles 
epidémicos en todos los países de la subregión. La situación es parti-
cularmente alarmante en los del llamado Triángulo Norte8. En 2015, El 
Salvador y Honduras tuvieron las tasas más altas del mundo, alcanzan-
do 108,64 homicidios por 100.000 habitantes y 63,75 homicidios por 
100.000 habitantes respectivamente. Guatemala también se encuen-
tra entre los países con más homicidios a nivel mundial, presentando 
una tasa de 31,21 homicidios por 100.000 habitantes. El resto de los 
países tuvieron tasas significativamente inferiores a las de sus vecinos 
del norte, oscilando entre 10 por 100.000 y 20 por 100.000 (UNODC, 
2017). 

7	  La OMS considera la tasa de 10 por 100.000 como epidémica.
8	  Guatemala, El Salvador y Honduras.
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Más allá del homicidio, el Informe de Desarrollo Humano (2013-2014) 
para América Latina del Programa de Naciones Unidas para el De-
sarrollo (PNUD) hace referencia a la presencia generalizada de seis 
amenazas derivadas de la violencia: el delito callejero, la violencia y el 
crimen ejercidos en contra y por los jóvenes, la violencia de género, la 
corrupción, la violencia ilegal por parte de actores estatales y la delin-
cuencia organizada (PNUD, 2013: 7).

Factores políticos, económicos y sociales han generado en la subre-
gión el caldo de cultivo para alimentar esta situación de violencia, a 
la que hasta el momento no se le logra poner freno. En este sentido, 
el hecho de que la subregión sea clave para las de redes narcotráfico 
es un factor importante. Se estima que el 90% de la cocaína que llega 
a Estados Unidos lo hace por el corredor centroamericano; el valor 
agregado de este flujo representaría el 5% del PIB regional. Esto es 
particularmente preocupante ya que en las áreas con mayor presencia 
del narcotráfico los índices de violencia tienden a superar en más del 
100% los de otras áreas sin esta presencia (BM, 2011: ii).

Otro elemento relevante tiene que ver con la presencia de las pan-
dillas de barrio (maras) y el crimen organizado. Se estima que en la 
subregión existen más de 900 pandillas en las que participan 70.000 
personas, principalmente hombres. Sin embargo, aunque con fre-
cuencia se cree que las maras son responsables de la situación de 
violencia de la subregión, la realidad es que sus actividades explican 
solo una parte mínima de la violencia (diversas fuentes sugieren que 
quizás el 15 por ciento de los homicidios se relacionan con las maras) 
(BM, 2011: ii-iii). En cualquier caso, su impacto negativo en la vida de 
quienes habitan en los barrios marginales de las capitales del Triángu-
lo Norte es muy importante. 

Por otro lado, el fácil acceso a armas de fuego, marca las manifesta-
ciones de violencia. Algunos estudios señalan que en 2007 en Cen-
troamérica había aproximadamente 4,5 millones de armas pequeñas, 
la gran mayoría portadas ilegalmente. Esto explica que las armas de 
fuego estén presentes en la mayoría de los crímenes violentos (BM, 
2011: iii).
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Sumado a estos factores, la institucionalidad de los países está debili-
tada y enfrenta importantes limitaciones para garantizar el acceso a la 
justicia y la prevención. El caso de Honduras da clara cuenta de esta 
situación. En este país, en 2006 se presentaron 63.537 denuncias pe-
nales, de las cuales 49.198 se remitieron a investigación y solamente 
1.015 terminaron en condena. (BM, 2011: iii). Esto ha generado que 
la impunidad tienda a ser generalizada, lo que a su vez alienta a los 
criminales y desincentiva a las víctimas a realizar denuncias. 

Sin embargo, la impunidad no solo se debe a la limitada respuesta 
institucional, también está vinculada a situaciones en las que son acto-
res del Estado quienes ejercen la violencia de manera ilegal. Son dos 
tipos de grupos los que participan de esta violencia. En primer lugar, 
operan grupos en los que participan miembros de los aparatos de se-
guridad del Estado como militares, policías, jueces, legisladores y fun-
cionarios públicos. En el segundo grupo estarían quienes no teniendo 
ninguna vinculación formal con las instituciones del Estado cuentan 
con la dirección, el patrocinio y la protección de funcionarios estatales 
(Mazzei 2009; Schlichte 2009 citados por, PNUD, 2013: 86). Este sería 
el caso, por ejemplo, de grupos paramilitares, defensas civiles, gru-
pos de vigilantes y escuadrones que son promovidos, respaldados o 
tolerados por las instituciones gubernamentales (PNUD, 2013: 86). No 
hay cifras que den cuenta de la magnitud de esta situación, sin embar-
go, la percepción de la ciudadanía evidencia su gravedad. Según una 
encuesta realizada por PNUD9, el 44% de las personas afirman que la 
policía está involucrada en el crimen. 

En este escenario de violencia generalizada e impunidad, el aumen-
to de la violencia contra las mujeres no es sorprendente. Así, desde 
2000 se viene produciendo en Centroamérica y República Dominica-
na una escalada de homicidios de mujeres que es también, y funda-
mentalmente, una escalada de femicidios (Carcedo et al., 2010: 96). 
Esta escalada no se explica solo como consecuencia del aumento de 
la violencia social, ya que los países del Triángulo Norte enfrentaban 
altas tasas de homicidio antes del aumento de la tasa de homicidios 
de mujeres (Ibidem). Tiene que ver con múltiples factores, donde la 
impunidad y la discriminación contra las mujeres son determinantes. 

9	 LAPOP PNUD (2012)
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Esta situación de inseguridad tiene profundos impactos, afecta pro-
fundamente las capacidades y las libertades de las personas, la mane-
ra como construyen la vida en sociedad y su relación con las institucio-
nes del Estado. Asimismo, la inseguridad genera importantes costos, 
desde el gasto público de las instituciones y los gastos privados de los 
ciudadanos para procurarse seguridad, hasta los costos irreparables 
en la vida y en la integridad física de las personas (PNUD, 2013: 93).

Así, son muchas las personas que se ven obligadas a cambiar su co-
tidianidad (PNUD, 2013: 93). En el caso del Triángulo Norte esto se 
evidencia en la migración, ya que el 9% de la población ha decidido 
migrar en los últimos años (PAPTN, s.f.:2). La violencia vivida en el 
entorno personal y familiar es una de las razones más frecuentemente 
señaladas como causa de migración de mujeres en la región mesoa-
mericana (Giménez, 2016, p. 68).

A nivel colectivo la inseguridad deteriora el espacio público y acen-
túa la desigualdad. Asimismo, tiene importantes consecuencias para 
la sociedad en su conjunto con costos altos en términos del PIB, del 
gasto público e incluso en la esperanza de vida (PNUD, 2013: 93). 
De hecho, según estimaciones conservadoras del Banco Mundial el 
costo del crimen en Centroamérica10 -considerando costos sociales de 
encarcelamiento y victimización, gasto público y gasto privado- repre-
sentaría más del 4% de PIB (BM, 2017: 24).

En esta situación de creciente inseguridad, las mujeres ven limitados 
sus posibilidades de movimiento y desarrollo, incluso para generar 
ingresos propios. Algunos estudios señalan que los pequeños em-
prendimientos de las mujeres en los países del Triángulo Norte se ven 
amenazados por grupos delictivos que pretenden cobrarles extorsio-
nes. En consecuencia, las mujeres se ven obligadas a emplear estra-
tegias para que sus iniciativas para la generación de ingresos no sean 
públicas ni evidentes, limitando así sus posibilidades de crecimiento 
(Carcedo et al., 2014: 20).

Para las mujeres la inseguridad tiene además impactos específicos, 
que con frecuencia se traducen en un fuerte control sobre sus vidas y 

10	  Sin considerar República Dominicana.
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sus cuerpos. El despojo de la autonomía de las mujeres se naturaliza 
al punto que redes delincuenciales se atribuyen la potestad de deter-
minar cuál debe ser la apariencia física de estas. Por ejemplo, en Hon-
duras las maras han llegado a prohibir que las mujeres de un barrio se 
tiñan el pelo de un color determinado (La Tribuna, 2015).

El anterior análisis evidencia la urgencia en adoptar medidas efectivas 
para erradicar la violencia y garantizar la seguridad ciudadana. Esta 
es una condición sine qua non para el desarrollo de la subregión. Del 
mismo modo, una estrategia que lleve a un escenario de garantía de 
la seguridad ciudadana deberá atender de manera adecuada a la es-
pecificidad de la violencia contra las mujeres.

3.	 Retos estratégicos para alcanzar el ODS 8 y sus 
metas

En la agenda 2030 el ODS 8: Promover el crecimiento económico sos-
tenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el traba-
jo decente para todos se vincula directamente con las competencias 
de la OIT. Las 12 metas establecidas para este ODS recorren aspec-
tos vinculados a la producción y la productividad, a la producción y 
consumo eficientes de los recursos mundiales, al mercado laboral, al 
comercio y a los servicios financieros, y enfatizan en algunos aspectos 
particulares, entre otros, el empleo de calidad, la remuneración igual 
por trabajo de igual valor, la educación y el desempleo juvenil, el tra-
bajo esclavo y la trata. La última meta hace mención explícita a aplicar 
el Pacto Mundial para el Empleo de la Organización Internacional del 
Trabajo.

Estas metas, al igual que ocurre con el conjunto de los ODS, están en-
trelazadas e interconectadas porque las realidades no son divisibles. 
Por esta razón, las políticas dirigidas a algún objetivo concreto fre-
cuentemente impactan en otros, no siempre en forma positiva, lo que 
es particularmente cierto cuando se trata de las mujeres. Por poner un 
ejemplo, las políticas de combate a la pobreza se dirigen a aliviar las 
necesidades económicas de las familias, pero en ocasiones terminan 
fomentando los roles tradicionales de las mujeres y limitando sus po-
sibilidades de lograr o fortalecer su autonomía económica. Todo esto 
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obliga a pensar en dirigirse a los problemas más estructurales y con 
respuestas más integrales o al menos mejor coordinadas. 

Al tratar de mirar más en profundidad el panorama para las muje-
res dibujado en el apartado anterior, es decir, al tratar de sacar una 
radiografía y no solo una foto, algunos aspectos vinculados al ODS 
8 y sus metas se vuelven centrales por constituir el núcleo duro de 
las exclusiones y las discriminaciones multidimensionales de las muje-
res. En esta sección se ahonda en estos aspectos, que para la OIT se 
convierten en ejes estratégicos de acción para lograr que la Agenda 
2030 no deje atrás a las mujeres, y por tanto sus objetivos y metas se 
puedan alcanzar.

Los retos de la productividad y el papel estratégico de las mujeres

Para la consecución de la agenda 2030 los problemas de producti-
vidad se colocan como un reto central, ineludible, ya que la región 
enfrenta un importante rezago en este aspecto en comparación con 
el conjunto de la economía mundial. En las dos últimas décadas los 
niveles de productividad de América Latina y el Caribe han sido apro-
ximadamente la mitad de los que tienen los países con los niveles más 
altos, y esta brecha no disminuye, sino que tiende a aumentar (OIT, 
2015b: 9). Las razones tras esta creciente brecha son diversas, entre 
otras falta de inversión, rezago tecnológico, brechas de infraestructu-
ra, déficits educativos (OIT, 2014: 22). 

El panorama no es más favorable para los países de la subregión. Si 
entre los años 2000 y 2011, la productividad cayó 0,04% por año para 
Latinoamérica en su conjunto, entre los países de la subregión está 
tendencia fue en general más marcada. Por ejemplo, Honduras tuvo 
en el mismo periodo caídas mucho mayores (1,6% por año). Países 
como Guatemala y Costa Rica enfrentaron tendencias similares (BM, 
2016b: 3- 4).

También existe gran heterogeneidad productiva, de carácter estruc-
tural, al interior de los países, entre sectores de la economía, así como 
entre ocupaciones. Las innovaciones productivas en las industrias y 
empresas con mayor inversión tecnológica no permean el conjunto 
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de la economía, sino que conviven con una estructura de baja produc-
tividad con la que establecen escasos encadenamientos. Además de 
impactar negativamente a los aparatos productivos, esto tiene fuertes 
impactos en la población. Así, en 2014 el porcentaje de la fuerza labo-
ral que se ubicaba en la subregión en sectores de alta productividad 
era inferior al 10% en todos los países salvo en Costa Rica (CEPAL, 
2016d). Esto es particularmente significativo si se considera que el 
aumento de la productividad y la disminución de las brechas estructu-
rales redundan en mayor calidad del empleo.

Esta situación es especialmente alarmante en el caso de las mujeres, 
ya que a diferencia de los hombres la gran mayoría de las trabajadoras 
se ocupa en el sector de baja productividad. Algunos países ocupan 
en este sector a más del 80% de la mano de obra femenina. Este es el 
caso de República Dominicana, Guatemala y Nicaragua con cifras de 
83,3%, 80,6% y 80,2% respectivamente. Estos porcentajes se reducen 
de manera significativa en el caso de los hombres, siendo de 61,3%, 
77,2% y 72,6%. En el resto de países de la subregión la participación 
de las mujeres en el sector de baja productividad también es muy 
marcada, 76,8% en El Salvador, 76,8% en Honduras, 76,6% en Costa 
Rica y 76,4% en Panamá. Es en estos dos últimos países y en Repú-
blica Dominicana donde la brecha entre mujeres y hombres es mayor, 
siendo en los tres casos superior al 20% (CEPAL, 2016d).

Las mujeres quedan atrapadas en actividades de baja productividad 
debido, entre otros factores, a la segregación horizontal. En la subre-
gión las seis ocupaciones que en 2011 tuvieron mayor participación 
femenina (comercio, trabajo doméstico, mozos y peones agrícolas, 
enseñanza, administración y cocina) reunían a más de la mitad del 
total de mujeres ocupadas (51,1%). En el caso de los hombres, las 13 
ocupaciones más frecuentes para ellos (trabajo agrícola no califica-
do, comercio, construcción, trabajo agrícola calificado, conducción y 
porteo, mecánica, vigilancia y seguridad, elaboración de productos 
alimenticios, enseñanza, fabricación de prendas de vestir, otros servi-
cios personales y peones de carga) no alcanzaban a cubrir la mitad de 
su ocupación. Esto evidencia una mayor diversificación (Carcedo et al. 
2013: 34-36). 
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La segregación vertical por sexo del mercado laboral favorece igual-
mente la concentración de mujeres en ocupaciones de baja produc-
tividad. No se disponen cifras para Centroamérica y República Domi-
nicana, pero un estudio reciente muestra que en América Latina, las 
mujeres están infrarepresentadas en los niveles jerárquicos superiores, 
siendo tan solo el 8,5% de quienes integran las juntas de administra-
ción de las empresas, el 9,2% de las ejecutivas de las compañías y el 
4,2% de quienes tienen cargos de dirección ejecutiva en la región. 
(BID, 2016: 3).

Es de destacar que las segregaciones horizontal y vertical del merca-
do laboral comienzan durante las etapas de educación y formación 
para el trabajo, donde se marcan las líneas que separan las ocupa-
ciones definidas socialmente como masculinas y como femeninas. Un 
estudio realizado en los Institutos de Formación Profesional (IFP) de 
Centroamérica y República Dominicana, evidencian esta situación. La 
matrícula femenina en los IFPs ha aumentado significativamente en 
los últimos años, superando la de los hombres en todos los países, 
salvo en Guatemala y Honduras. Sin embargo, cuando se analiza la 
matrícula por áreas formativas, se encuentra una alta segregación por 
sexo. En todos los IFPs existe un importante porcentaje de especiali-
dades con una sobrerrepresentación de hombres o mujeres superior 
al 60%. Así, las mujeres se concentran en estudios relacionados con el 
trabajo doméstico, la enseñanza, la administración o la cocina (Carce-
do et al., 2014: 66 – 74).

Si se supera la falta de oportunidades que muchas mujeres en-
cuentran para formarse, y se elimina la discriminación sexista del 
mercado laboral, la creciente incorporación femenina al mercado 
laboral se podrá convertir en un factor estratégico para aumentar 
la productividad en la región. Por el contrario, si se mantiene la 
inercia de las múltiples discriminaciones, el trabajo de las mujeres 
seguirá alimentando las industrias intensivas en mano de obra ba-
rata, frenando la productividad de los países y de la región.

En la búsqueda por aumentar la productividad, y en particular la del 
trabajo de las mujeres, son de particular relevancia las Políticas Activas 
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del Mercado del Trabajo (PAMT). Con ellas se pretende, entre otros, 
incrementar la cantidad y la calidad del trabajo incidiendo tanto en 
la oferta como en la demanda mediante, por ejemplo, políticas de 
capacitación, iniciativas de apoyo al trabajo por cuenta propia y el 
microemprendimiento, acciones dirigidas a los servicios del mercado 
de trabajo, programas de empleo público o subvenciones al empleo.

Las PAMT sin embargo no han logrado hasta el momento consolidar-
se de manera amplia en la subregión, ya que los países no disponen 
de políticas laborales integradas y coordinadas con otras políticas 
sectoriales relevantes.

Las políticas activas de empleo existentes surgen y operan 
de manera dispersa, sin un marco de integración fuerte en-
tre ellas ni tampoco con otras políticas nacionales como las 
políticas marco-económicas o bien las políticas de género las 
cuales operan en la práctica como “mundos separados (OIT, 
2012: 76).

Esta falta de vinculación entre la PAMT y las políticas de género, es 
particularmente preocupante, ya que una mejora en los niveles gene-
rales de productividad no implica necesariamente que su impacto se 
traduzca en mejores condiciones para las mujeres.

En cualquier caso, en la subregión si se han identificado algunas me-
didas específicas dirigidas combatir la segregación horizontal y ver-
tical, y en consecuencia, a promover la participación de las mujeres 
a sectores de mayor productividad. Este es el caso del impulso de 
políticas de género en los IFPs. Por ejemplo, el Instituto Nacional de 
Aprendizaje (INA) en Costa Rica implementa desde 2013 su Política 
de Igualdad de Género buscando, entre otros, reducir gradualmente 
la segregación en la matrícula a través de campañas específicas y de 
acciones afirmativas (OIT, 2013: 47 y sigs.).

También se han identificado numerosos programas que en la región 
se dedican a la promoción de emprendimientos y de proyectos pro-
ductivos. Sin embargo, por si mismos, estos programas no garantizan 
la incursión de las mujeres en áreas no tradicionales para ellas.
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En resumen, es urgente revisar y consolidar las PAMT, y su arti-
culación con las políticas de género, haciendo énfasis en que los 
procesos formativos garanticen condiciones para incentivar la par-
ticipación de las mujeres en áreas tecnológicas y de innovación, 
los mercados de trabajo tengan estímulos para la contratación de 
mujeres en áreas técnicas y que los programas de impulso al em-
prendimiento brinden acceso a crédito y formación a las mujeres y 
fomenten su incursión en sectores de mayor productividad.

Formalización del trabajo

La calidad del empleo es una preocupación central en contextos que, 
como el de Centroamérica y República Dominicana, presentan bajos 
índices de desempleo, pero una alta informalidad11. Reducir la infor-
malidad es un reto urgente para lograr un desarrollo incluyente, ya 
que la persistencia de una economía informal muy extendida es in-
compatible con la realización de avances importantes en la consecu-
ción de los objetivos del trabajo decente y mina la capacidad de las 
empresas para ser más productivas (OIT, 2014: 9).

Las cifras para América Latina y el Caribe dan cuenta de una reducción 
sostenida de la tasa de empleo informal entre 2009 y 2013, pasando 
de 50,1% a 46,8% (OIT, 2014: 11). Sin embargo, esta tasa latinoame-
ricana se sobrepasa en la mayoría de los países de la subregión. Solo 
Costa Rica y Panamá contaban en 2013 con tasas inferiores, de 30,7% 
y de 40,4% respectivamente, mientras que en Honduras o Guatemala 
la gran mayoría de fuerza de trabajo está en la informalidad, 72,8% y 
73,6%. La informalidad es inferior en El Salvador y República Domi-
nicana, 65,6% y 51,2%, pero también supera la media regional (OIT, 
2014: 53-54)12.

Por otro lado, en 2013, la informalidad femenina era superior a la mas-
culina en todos los países de la subregión. Las brechas más marcadas 
entre mujeres y hombres se presentan en El Salvador y Costa Rica, 

11	 La informalidad se refiere a “formas de empleo que se encuentran al margen del conjunto de 
derechos socio-laborales definidos en la legislación nacional, siendo uno de ellos el no pago 
de la contribución a la seguridad social producto de la relación laboral” (OIT, 2014: 10).

12	 No hay cifras disponibles para Nicaragua.
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donde informalidad femenina supera en 13,3% y en 9,2% a la masculi-
na (OIT, 2014: 53).

Dentro de la heterogénea composición del trabajo informal, según ci-
fras de 2010 en Centroamérica y República Dominicana las mujeres 
estaban sobrerepresentadas en el empleo informal dentro del sector 
informal y en el empleo informal en el sector doméstico. Así, 46% de 
las ocupadas de la subregión tenían un empleo informal en el sector 
informal, mientras que solo 42,5% de los ocupados estaban en la mis-
ma situación (OIT, 2013d: 47-48). En este componente se encuentran 
principalmente personas empleadoras y trabajadoras por cuenta pro-
pia, y el personal asalariado de unidades de producción informales no 
registradas. En la mayoría de los casos, dificultades como la escasez de 
capital y el pequeño volumen de las actividades impiden el alcance de 
niveles de productividad suficiente para su formalización (OIT, 2014: 
11). 

En este sentido, numerosas investigaciones muestran que las mujeres 
autoempleadas y microempresarias, enfrentan importantes limitacio-
nes para el acceso a crédito por carecer frecuentemente de propieda-
des, activos o garantes. El caso de Costa Rica ilustra esta situación. En 
este país centroamericano, en 2011 las mujeres obtuvieron tan solo el 
0,53% del crédito nacional destinado a MIPYMES (BCCR, 2013: 35). 
Otra causa identificada de mayor desventaja para las mujeres es la me-
nor participación en redes para hacer contactos financieros y empresa-
riales (OIT, 2015e: 32). Sin duda, esta falta de acceso a capital es un 
freno en el camino a la formalización.

Por otro lado, la informalidad en el sector doméstico, también impactó 
de manera mucho más marcada a las mujeres, afectando a 11,3% de 
las ocupadas y tan solo a 0,7% de los ocupados (OIT, 2013d: 47-48).

La adopción de enfoques integrados para la formalización ha logrado 
resultados más robustos que aquellos que abordan aspectos particu-
lares. Este enfoque requiere priorizar aspectos como el crecimiento 
económico sostenido con empleo de calidad, la mejora del entorno 
normativo, el fortalecimiento de la institucionalidad, la promoción del 
diálogo social, la organización y representación, el fomento de la igual-
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dad y la lucha contra la discriminación (por ejemplo, en los casos del 
empleo femenino o la migración laboral), el apoyo a la iniciativa em-
presarial, el desarrollo de competencias profesionales, la financiación, 
la ampliación de la protección social y el desarrollo económico local 
(OIT, 2014: 19).

En la subregión los esfuerzos para promover la formalidad son cada 
vez más frecuentes, sin embargo, las estrategias empleadas por los 
países de la región no responden a este enfoque integrado, o al me-
nos no lo hacen por completo. Garantizar que estas acciones tengan 
un impacto positivo en la formalización del empleo de las mujeres 
requiere retomar los postulados del enfoque integrado, y en par-
ticular incorporar de manera adecuada el eje de promoción de la 
igualdad en dicho enfoque. Ello requiere realizar un esfuerzo en 
identificar las condiciones diferenciadas que viven las mujeres y 
adoptar medidas específicas al respecto.

En este sentido, disminuir la informalidad del empleo de las muje-
res requiere atender con urgencia aquellas situaciones que limitan su 
inserción laboral en igualdad de condiciones que los hombres. Para 
esto hay dos aspectos particularmente acuciantes, la correspon-
sabilidad en las tareas familiares y la mejora de las condiciones 
para el cuentapropismo y el emprendimiento de las mujeres. Por 
otro lado, también es necesaria la desagregación de las cifras que dan 
cuenta de los impactos de las medidas adoptadas de manera que se 
evidencie si las mejoras alcanzan a las mujeres. Asimismo, las acciones 
de evaluación y seguimiento deben observar específicamente la evo-
lución de la informalidad de las mujeres.

Por otro lado, también es necesario adoptar políticas específicas para 
la formalización del trabajo en el sector de los hogares. La alta infor-
malidad de este sector, que afecta de manera mayoritaria a muje-
res, difícilmente se vería impactada con políticas de corte general. En 
este sentido, es particularmente urgente impulsar reformas legales 
para eliminar las disposiciones que discriminan a la trabajadoras 
de este sector en países como Panamá, Honduras, El Salvador, Gua-
temala y República Dominicana. Es de destacar, que Nicaragua, y prin-
cipalmente Costa Rica ya han realizado importantes avances en este 
sentido.
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Protección social

La protección social es un elemento central a la hora de garantizar la 
productividad del trabajo, así como la seguridad y el bienestar de las 
personas y las familias, por ello es clave para la consecución de los 
ODS y en particular del ODS 8. El mundo del trabajo no es el único 
escenario en el que se define el acceso a la protección social, pero 
es clave. De hecho en la región latinoamericana, y de la misma for-
ma en Centroamérica y República Dominicana, predomina un modelo 
de protección social “asociada al empleo” (Tokman, 2006 citado en 
Cecchini et al., 2015:173) o “basada en el empleo formal” (Cecchini y 
Martínez, 2011 citadas en Cecchini et. al: 2015: 173). 

Sin embargo, los mercados laborales de la subregión presentan altos 
niveles de desigualdad y segmentación, y en consecuencia no han 
logrado funcionar como puerta de entrada a la protección social. De 
hecho, en la subregión la afiliación entre la población activa se ubica 
en torno al 33%13. No obstante, la situación de los países de la subre-
gión es dispar. Por un lado en Nicaragua, Honduras, Guatemala, El 
Salvador y República Dominicana, las mujeres que son parte de la 
fuerza de trabajo tienen muy bajos niveles de cobertura que van del 
22% al 28%. En el caso de los hombres, las coberturas son inferiores 
en Nicaragua, Honduras y República Dominicana, entre el 16% y 23%, 
y superiores en el caso de Guatemala y El Salvador, entre el 26% y el 
29%. Por otro lado, la situación es en general mucho más favorable 
en Panamá y Costa Rica. Sin embargo, en ambos países los hombres 
tienen una cobertura sensiblemente superior a las mujeres, siendo 
para ellos 49,5% y 71,6% respectivamente, y para ellas 48,3% y 58,4% 
(OISS, 2014: 56).

Los niveles de contribución son además menores para quienes tienen 
menos ingresos, y es en los estratos inferiores donde las diferencias 
entre la contribución de mujeres y hombres son más marcadas. Así, en 
el quintil de ingresos más bajos, solo el 12,4% de los hombres tienen 
una cobertura contributiva. En el caso de las mujeres del mismo quin-
til la cobertura desciende a 9,3%. Entre trabajadoras y trabajadores 

13	  Cálculo realizado a partir de información recogida en OISS (2014), pág. 56.
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con ingresos intermedios, del tercer quintil, la cobertura masculina es 
de 32,8% para los hombres y de 27,8% para las mujeres. Tan solo en 
el quinto quintil la cobertura contributiva es mayor para las mujeres 
(58,3%) que para los hombres14 (54,1%) (OISS, 2014: 56). 

Por otro lado, los modelos de protección social se han construido res-
pondiendo a una lógica basada en la división sexual del trabajo. Por 
tanto, responden mejor a la realidad de los hombres, pero no así a la 
de las mujeres. En concreto, no toman en cuenta que las trayectorias 
laborales de las mujeres tienden a ser más discontinuas, que tienen 
menos opciones a la promoción laboral, que con frecuencia su inser-
ción laboral se ve interrumpida por la crianza de sus hijos e hijas, que 
concentran periodos más cortos de cotización y que cotizan sobre 
salarios menores a los de los hombres (ONU-MUJERES, PNUD, OIT, 
2012: 27-32). Esto significa que las desigualdades que enfrentan las 
mujeres en el mercado laboral se trasladan a un modelo de protec-
ción social que es inadecuado e insuficiente para ellas. 

Esto, además de menores coberturas contributivas durante la vida 
productiva, implica la exclusión de los sistemas de pensiones para las 
mujeres. Siendo los años del trabajo y el salario percibido los paráme-
tros principales para la estimación de las pensiones, las inequidades 
del mercado laboral se traspasan a las jubilaciones de una manera casi 
lineal (CEPAL, 2016: 13). Además, los propios sistemas pueden tener 
sesgos que desfavorecen a las mujeres (CEPAL, 2016: 13).

Así, hay menos mujeres que hombres mayores de 65 años recibien-
do pensiones contributivas. Alrededor del año 2012, las mujeres que 
recibían pensión contributiva eran 18,5%, frente a 27,3% de los hom-
bres15. Además de ser menos las que tienen accesos a la pensión con-
tributiva, también es menor el ingreso recibido como pensión. (OISS, 
2014: 59).

14	  Promedio simple de 6 países de Centroamérica y República Dominicana calculado a partir 
de información recogida en OISS (2014), pág. 56. Datos de Costa Rica (2012), Guatemala 
(2012), Honduras (2012), Nicaragua (2011), Panamá (2010) y República Dominicana (2012).

15	  Promedios simples calculado a partir de información recogida en OISS (2014), pág. 59.
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Entre las iniciativas dirigidas a la consolidación de los sistemas de pro-
tección social, destaca que en 2003 la OIT lanzó una campaña mundial 
para ampliar la cobertura de la seguridad social. Esta campaña tenía 
una estrategia bidimensional, que por un lado intentara ampliar la 
protección, de manera urgente, a las poblaciones más excluidas; y por 
otro continuara fortaleciendo la protección de acuerdo a lo estableci-
do en el Convenio núm. 102 sobre la seguridad social (norma mínima).

Tras la crisis de 2008, el establecimiento de pisos de protección social 
se convirtió en una iniciativa de todas NNUU y en 2012 la Conferencia 
Internacional del Trabajo adoptó la Recomendación núm. 202 sobre 
los pisos de protección social.

Con respecto a la seguridad social contributiva, es de destacar que 
todos los países de la subregión cuentan con normativa que reconoce 
el derecho a la licencia por maternidad. Sin embargo, en la mayoría 
de ellos el periodo reconocido está por debajo del límite mínimo de 
14 semanas establecido en el C. núm. 183 (OIT et al. 2013: 113). Solo 
Costa Rica, El Salvador y Panamá superan este límite mínimo (OIT et 
al., 2013: 214). En algunos países, como El Salvador, Guatemala, Pa-
namá y República Dominicana, se ha incorporado en la legislación la 
licencia por paternidad remunerada. A pesar del avance normativo, 
son pocos los hombres que hacen valer este derecho (OIT et al., 2013: 
115). También es escaso el reconocimiento de otro tipo de derechos 
vinculados a la enfermedad de hijos, hijas u otras personas depen-
dientes (OIT et al., 2013: 115).

Sin embargo, los déficits más significativos con respecto al disfrute de 
estos derechos, se vinculan con su cobertura. La normativa señalada 
es un instrumento de protección para las asalariadas, por lo que aque-
llas mujeres que se vinculan al trabajo remunerado desde el sector 
informal quedan excluidas de su ámbito de aplicación.

En lo referente a pensiones, medidas de especial relevancia son aque-
llas que buscan compensar las trayectorias laborales intermitentes 
que suelen ser frecuentes en el caso de las mujeres. En el diseño de 
este tipo de estrategias, el punto central consiste en equilibrar el re-
conocimiento por el tiempo dedicado al cuidado y los incentivos al 
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trabajo remunerado (CEPAL, 2016: 15). Sin embargo, en los países de 
la subregión no se han identificado medidas de este tipo.

Con respecto a la seguridad social no contributiva, de acuerdo con la 
Recomendación 202 de la OIT, los Pisos de Protección Social deben 
incluir cuatro garantías básicas con una cobertura que alcance a todas 
las personas residentes en un país: acceso a un conjunto de bienes 
y servicios que constituyen la atención de salud esencial; seguridad 
básica del ingreso para los niños y niñas; seguridad básica del ingreso 
para las personas en edad activa que no puedan obtener ingresos 
suficientes; seguridad básica del ingreso para las personas en edad 
avanzada. (ONU-MUJERES, PNUD, OIT, 2012: 54). Garantizar la uni-
versalidad en estos servicios brindará por un lado cobertura a miles de 
mujeres que hoy se encuentran desprotegidas.

La reducción de las brechas de género requiere además implementar 
diversas medidas específicas. En el ámbito de la salud, es necesario 
contar con políticas para la salud sexual y reproductiva de las muje-
res. En este sentido, en esencial garantizar el acceso a la planificación 
familiar a todas mujeres. Por otro lado, deben implementarse políti-
cas activas de empleo que garanticen la inserción de las mujeres en 
igualdad de condiciones. Para ello, es necesario hacer especial énfasis 
en la protección a la maternidad y el apoyo al emprendedurismo de 
las mujeres. Asimismo, las pensiones previstas para la vejez deberían 
compensar las limitaciones que han enfrentado las mujeres para su 
inserción laboral y para la cotización, de manera que sus ingresos du-
rante la vejez no se vean penalizados.

Entre algunas medidas que ya se están impulsando en este sentido, 
destacan aquellas que tienen que ver con la seguridad básica del in-
greso para las personas en edad avanzada. En este sentido, las estra-
tegias para aumentar la cobertura han tenido un impacto importante. 
Destacan los esfuerzos realizados en algunos países por implementar 
programas de pensiones no contributivas. Entre los años 2000 y 2013 
Costa Rica, Guatemala, El Salvador, Panamá y República Dominicana 
realizaron reformas con el fin de ampliar la cobertura de la población 
adulta mayor (Banco Mundial, 2013: 9-10). Estas iniciativas han tenido 
un importante impacto para las adultas mayores, ya que las beneficia-
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rias de este tipo programas suelen ser en su mayoría mujeres (CEPAL, 
2016: 17). 

En cualquier caso, este tipo de programas enfrentan el reto de im-
pulsar de manera paralela el aumento de la participación y de la for-
malización del trabajo, especialmente en el caso de las mujeres, para 
garantizar que a futuro sean más las personas que puedan acceder a 
una pensión contributiva (OCDE, Banco Mundial, BID, 2015: 10).

Finalmente, es esencial avanzar en el diseño y la implementación de 
políticas integrales para la corresponsabilidad social en el cuidado. 
Cuando se trata de la provisión de servicios de cuidado para depen-
dientes (niñas, niños, personas adultas mayores, enfermas o con disca-
pacidad) hasta el momento no se han logrado concretar avances sig-
nificativos. Los servicios brindados por los Estados tienen coberturas 
bajas y un débil marco institucional de respaldo. Estos servicios no se 
han incorporado como ejes de las políticas públicas. Se insertan en di-
ferentes tipos de programas, frecuentemente vinculados al combate a 
la pobreza, la asistencia social o la atención a grupos vulnerables (CE-
PAL, 2015b: 21). Destaca que, si bien los avances hasta el momento 
han sido reducidos, algunos países, en esta subregión particularmente 
Costa Rica, están tratando de consolidar sistemas nacionales de cui-
do que son parte de la agenda de políticas públicas (CEPAL, 2015b: 
22). Por otro lado, El Salvador, con el apoyo de la OIT y sus socios, 
está trabajando en el diseño y el costeo de una política integral de 
cuidado, misma que se está elaborando de manera participativa con 
los diferentes actores que tendrán un papel fundamental en su imple-
mentación.

Sin embargo, la universalización de estos servicios o el avance hacia 
normativas integrales de corresponsabilidad en el cuidado están aún 
lejos de alcanzarse. Los debates en este sentido apuntan a la inclusión 
del cuidado como otro pilar de la protección social (CEPAL, 2015b: 
22), siguiendo los planteamientos aquí realizados con respecto a la 
implementación de Pisos de protección social.
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Igualdad salarial

El ODS 8 incluye 3 metas que apuntan a promover el pleno empleo, a 
proteger integralmente los derechos laborales y asegurar la igualdad 
de remuneración por trabajo de igual valor. Sobre este último aspecto 
Centroamérica y República Dominicana enfrentan importantes retos.

Diferentes estudios dan cuenta de las brechas salariales que prevale-
cen entre hombres y mujeres, de hecho la OIT estima que se requeri-
rán más de 70 años para conseguir cerrar esta brecha (OIT, 2016b: 9) 
originada por factores de discriminación directa o indirecta. La discri-
minación directa ocurre cuando el sexo es un criterio específico para 
establecer el salario. Esto sucede en algunos convenios colectivos e 
instrumentos de salario mínimo que definen salarios diferentes para 
mujeres y hombres (OIT, 2013c: 23). En el caso de Centroamérica el 
salario mínimo se fija con un sistema múltiple, donde se diferencian 
los salarios a partir de la calificación de la persona trabajadora (Mari-
nakis, 2014: 15-16), pero también incide el sexo de las personas que 
se ocupan en esa actividad, por lo tanto, las ocupaciones donde se 
concentran las mujeres son peor remuneradas. Por ejemplo, en Costa 
Rica el trabajo doméstico tiene el salario mínimo más bajo, incluso 
muy por debajo del fijado para trabajadores no cualificados (Marina-
kis, 2014: 18). En Guatemala el salario por hora fijado para actividades 
tanto agrícolas como no agrícolas es de 10.23 quetzales, mientras el 
de la maquila es de 9.36 quetzales (Ministerio de Trabajo y Previsión 
Social, Acuerdo No. 303-2015). Lo mismo ocurre en El Salvador, don-
de el salario mensual fijado para la maquila textil y confección era de 
210$, frente a 241$ fijados para el resto de la industria (Diario Oficial 
n. 119, tomo 400 del 1 de julio de 2013).

No obstante, muchas formas de discriminación ocurren de forma indi-
recta, algunas veces mediante sistemas que ofrecen remuneraciones 
adicionales al sueldo base, por ejemplo, el pago de horas extraordi-
narias, la antigüedad o la productividad. Esto afecta directamente la 
remuneración de las mujeres ya que al asumir la mayor parte de las 
responsabilidades familiares, no están en igualdad de condiciones con 
los hombres para conseguir estos pluses salariales (OIT, 2013c: 24). 
Incluso la maternidad es un factor de discriminación entre las mismas 
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mujeres. No se cuenta con cifras que den cuenta de esta situación en 
Centroamérica y República Dominicana, pero estudios de OIT identi-
fican esta brecha salarial entre mujeres que son madres y las que no lo 
son16 en otros países de América Latina, siendo de 16,8% en Argenti-
na y 33,2% en México (OIT, 2015c: 53).

OIT señala también que las diferencias entre hombres y mujeres con 
respecto al nivel educativo, la experiencia laboral, la actividad eco-
nómica que desarrollan, la ubicación regional o la cantidad de horas 
trabajadas (factores objetivos), pueden explicar parte de la brecha sa-
larial de género, pero no toda. Hay una parte no explicada por estos 
factores objetivos que responde a la discriminación de género (OIT, 
2015c: 56).

A nivel de la subregión de Centroamérica y República Dominicana la 
brecha salarial difiere entre los países. Según datos de 2010, la brecha 
de ingreso entre mujeres y hombres era de 5% en Honduras y en 6% 
en El Salvador. Panamá, Costa Rica, Nicaragua y Guatemala presen-
taban brechas mayores, de 18%, 20%, 21% y 35% respectivamente 
(CEPAL, 2011 citado en OIT, 2012: 43).

Además de la condición de género, las investigaciones identifican el 
origen étnico o racial como factores que agudizan las desigualdades 
salariales. De acuerdo con la CEPAL son las mujeres indígenas las 
que reciben menores salarios independientemente de su nivel 
educativo. En la subregión no se han identificado datos que dimen-
sionen esta situación, pero las cifras de América Latina ilustran esta 
tendencia. En 2013, las mujeres indígenas, con 8 años de estudio o 
más, recibieron como pago el equivalente a 1,9 líneas de pobreza, 
mientras que mujeres afrodescendientes recibieron 3,9 y mujeres ni 
afrodescendientes-ni indígenas 4,6. Tanto los ingresos de hombres 
afrodescendientes como los de hombres ni afrodescendientes-ni indí-
genas superaron significativamente los de las mujeres, siendo de 5,9 
y 6,6 respectivamente. De esta forma, se constata que el ingreso de 

16	 La disparidad salarial basada en la maternidad se define como MPG = ((Enm – Em) ÷ Enm) 
× 100, donde Enm equivale a la media de ingresos mensuales brutos de las mujeres que no 
son madres, y Em, a la media de ingresos mensuales brutos de las madres. En esta fórmula 
no se consideran otros factores como las horas trabajadas y el nivel de escolaridad.
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los hombres ni indígenas ni afrodescendientes es más del triple que 
el de las mujeres indígenas con los mismos años de estudio (CEPAL, 
2015c: 37).

Este panorama da cuenta del desbalance salarial entre ocupaciones 
similares, pero las brechas se agravan cuando se trata de trabajo dife-
rente pero con igual valor según la aspiración del ODS 8. Al respecto 
la OIT en su Constitución de 1919 y en el Convenio núm. 100 sobre 
la igualdad de remuneración de 1953 establece que los hombres y las 
mujeres deberían recibir no sólo un salario igual por un trabajo igual o 
similar, sino también cuando llevan a cabo un trabajo completamente 
diferente pero que, de acuerdo con criterios objetivos, es de igual 
valor (OIT, 2013c: 2). Para esto los Estados deben establecer los me-
canismos y las acciones para favorecer la igualdad de remuneración 
entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por 
un trabajo de igual valor (OIT, 2013c: 28). A pesar de que todos los 
países de Centroamérica y República Dominicana han ratificado este 
Convenio aún no se han creado los mecanismos necesarios para su 
cumplimiento.

Por lo tanto, para subsanar la desigualdad salarial en la subregión 
resulta urgente revisar las políticas de salario mínimo a la luz del 
principio de igual salario por trabajo de igual valor. En este sentido, 
es necesario que los sistemas múltiples de fijación de salario mínimo 
utilizados en Centroamérica no excluyan las actividades mayoritaria-
mente femeninas de esta protección17, ni asignen valores inferiores a 
actividades que concentran más mujeres y que requieren calificacio-
nes y capacidades similares a otras con mayor salario, como se ejem-
plificó en Costa Rica, Guatemala y El Salvador.

Además de revisar las políticas salariales, se debe reforzar la capaci-
dad fiscalizadora de los ministerios de trabajo para garantizar su cum-
plimiento18. En este sentido, la inspección del trabajo puede jugar 
un rol fundamental a la hora garantizar que las empresas no fijen 

17	 El Salvador, Honduras y República Dominicana, que no incluyen el trabajo doméstico en la 
fijación de los salarios mínimos.

18	 Para 2011 el incumplimiento del salario mínimo en el sector privado era de 32,9% en Perú y 
el 27,6% en Costa Rica (Marinakis, 2014: 43).
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salarios diferenciados para trabajos de igual valor, más allá del sa-
lario mínimo. Por ejemplo, en El Salvador en el marco del Plan Tem-
poral Brecha Salarial, la inspección del trabajo ha realizado acciones 
específicas para promover la igualdad salarial. Así, durante enero de 
2016 se realizaron 88 inspecciones específicas para detectar brecha 
salarial con una cobertura 3649 personas trabajadoras (MTPS, 2016: 
19 – 20).

Garantizar la igualdad salarial en la política salarial requiere un 
compromiso estatal, del sector empleador y del sector sindical que 
participan de las negociaciones salariales. La baja representación de 
las mujeres en los espacios de toma de decisiones tanto empresariales 
como sindicales limitan las posibilidades de que sus demandas sean 
priorizadas. En este caso, es esencial promover la participación de las 
mujeres sindicalistas en los espacios tripartitos. 

Es impostergable llevar a la práctica los compromisos internacio-
nales. A pesar de que todos los países cuentan con compromisos de-
rivados de la normativa internacional y nacional, la igualdad salarial 
es un ámbito al que la inspección del trabajo no ha prestado suficien-
te atención. Todos los países de la región han ratificado el Convenio 
núm. 100 de la OIT, sin embargo el principio de no discriminación 
salarial por razón de sexo se ha normado de diferente manera (OIT 
et al., 2013: 112). En el caso de los países de Centroamérica solo in-
corporan el principio de igualdad salarial… de acuerdo a la tesis de 
“igual salario por trabajo igual” (OIT et al., 2013: 113). 

Finalmente, en el ámbito de lo propositivo la OIT plantea la estrategia 
Programa de igualdad salarial donde participa el sector trabajador 
y el sector empleador (OIT, 2008, citado en OIT et al., 2013: 200). 
Esta estrategia se desarrolla en tres fases. La primera busca implicar 
y sensibilizar a los actores principales, generar información relevante 
y posicionar la igualdad salarial en la agenda nacional. La segunda 
busca aprobar y aplicar normativa pertinente y generar herramientas 
para garantizar la evaluación objetiva de los puestos de trabajo y de-
terminar el igual valor. Y en la tercera fase evalúa y da seguimiento 
a las medidas incorporadas para estimar sus impactos y adaptar las 
estrategias para mejorar los resultados (OIT, 2013c: 80).
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Mujeres y hombres jóvenes en los mercados laborales

El ODS 8 propone proteger los derechos laborales, poner en marcha 
una estrategia mundial para el empleo de jóvenes, aplicar el Pacto 
Mundial para el Empleo de la OIT, y reducir sustancialmente la pro-
porción de jóvenes que no están empleados, no cursan estudios y no 
reciben capacitación.

El cumplimiento de estas metas en Centroamérica y República Domi-
nicana representa un reto ambicioso. Estudios recientes indican que 
para el año 2013 había en la región latinoamericana aproximadamen-
te 20 millones de personas19 con edades de entre 15 y 24 años que 
no estudiaban ni trabajaban (Banco Mundial, 2016: 1). En Centroamé-
rica20 en 2014 la población joven excluida del sistema educativo y del 
mercado laboral representaba 23%, es decir 2,1 millones de jóvenes 
(Mazzei et al., 2015 citado en PEN, 2016: 379). A nivel de la subre-
gión los tres países que concentran mayor población son Honduras 
(27,5%), Guatemala (25,1%) y El Salvador (24,2%) (OIT, 2013b: 44).

Sin embargo, el colectivo de personas jóvenes excluidas del sistema 
educativo y del mercado laboral no es homogéneo. En América Lati-
na las mujeres representan el 70,2%, de las cuales el 71,1% se dedica 
a quehaceres domésticos (OIT, 2013b: 43). El segundo grupo (37,3%) 
está buscando empleo y el tercero (21%) son jóvenes que no se dedi-
can a labores domésticas, no estudian y no están buscando empleo. 
El Estado de la Región confirma la misma tendencia para Centroamé-
rica. El 90% de las personas jóvenes que no estudian ni trabajan son 
mujeres que realizan labores domésticas y viven en zonas rurales, es 
decir, son mujeres que trabajan, pero no reciben un reconocimiento 
social ni económico por lo que hacen (PEN, 2016: 379). El segundo 
grupo son jóvenes desempleados, sobre todo hombres urbanos y el 

19	 Según el Banco Mundial aplicando los factores de expansión de las encuestas de hogares 
más recientes (2013 en la mayoría de los casos), existen 17.7 millones de ninis, sin embargo 
extrapolando la proporción de ninis para cubrir todos los países de la región, obtenemos 
una cifra estimada de 20.8 millones de ninis para América Latina y el Caribe en su conjunto 
(2016: 1).

20	 Estimación no incluye República Dominicana.
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tercer grupo son jóvenes que no realizan tareas domésticas, no estu-
dian ni tampoco buscan empleo (PEN, 2016: 378-379).

En relación con el perfil educativo, la mayoría de jóvenes que no estu-
dian ni trabajan en Centroamérica21 tiene menos de 9 años de escola-
ridad. En Guatemala, Honduras, Nicaragua y Costa Rica la proporción 
oscila entre 54% y 73%. El Salvador y Panamá presentan porcentajes 
inferiores, siendo de 45% y 41% respectivamente (PEN, 2016: 380).

En este sentido, es importante también identificar otras aristas sobre 
la exclusión educativa que prevalece en la subregión. En Centroamé-
rica la mayor parte de la población joven solo trabaja (36%), seguido 
por el colectivo que solo estudia (29%), en tercer lugar están quienes 
no estudian ni trabajan (23%) y en cuarto lugar quienes estudian y 
trabajan de forma simultánea (12%). Esto quiere decir que 6 de cada 
10 jóvenes en la subregión están fuera del sistema educativo (PEN, 
2016: 379). Sin embargo, en los últimos quince años la población es-
colarizada (sea que solo estudia o que estudia y trabaja) pasó de 34% 
a 41%, esto representa un avance que alcanza a casi todos los países 
de la región -excepto Nicaragua-. Costa Rica y Panamá son los países 
que han conseguido una mayor participación de jóvenes en el sistema 
educativo, siendo 61% y 52% respectivamente (PEN, 2016: 379).

Sobre las causas de las exclusiones, el Estado de la Región y otros 
estudios regionales coinciden en que la condición de género es un 
factor determinante. En este sentido es probable que ingresar al mer-
cado laboral sea la causa de deserción educativa de los hombres jóve-
nes (PREAL, 2007; BID, 2012; OIT, 2012 citado en UNESCO, 2013: 146 
y PEN, 2016: 382). Mientras que para las mujeres la exclusión está 
asociada a las responsabilidades del matrimonio, el embarazo22 y 
a las tareas domésticas durante la adolescencia (Banco Mundial, 
2016: 2-3, 34 y PEN, 2016: 382). No obstante, en Centroamérica las 
tasas de embarazo en adolescentes con edades entre 15 y 19 años 
se han reducido (PEN, 2016: 101). En Honduras y El Salvador logra-

21	  Estimación no incluye República Dominicana.
22	  indistintamente de que tengan compañero o no.
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ron la mayor disminución (entre 35 y 38 nacimientos por cada 1.000 
mujeres); aunque Honduras, junto con Guatemala y Nicaragua son los 
países con las tasas de fecundidad adolescente más elevadas de la 
región (PEN, 2016: 98).

Por otro lado, además de las exclusiones descritas anteriormente, es 
importante señalar que las personas jóvenes enfrentan retos particu-
lares para la inserción laboral. La tasa de desempleo juvenil en Cen-
troamérica ronda el 11% en contraste con el promedio nacional (5%) 
(PEN, 2016: 54). De hecho esta diferencia aumentó entre el periodo 
2004-2008 y 2010-2013 de 5,5% a 6,6%. Visto por país el aumento 
más significativo ocurrió en Belice donde la brecha pasó de 7,5% a 
13,1%, seguido por Costa Rica que también pasó de 7,% a 10, 1%. En 
el caso de Honduras la variación fue de 2,7% a 3,7%, en El Salvador 
de 5,0% a 5,8%, en Guatemala de 1,6% a 2,4%; mientras que Panamá 
fue el único país donde se redujo de 10,7% a 7,0% (PEN, 2016: 181). 
Si bien la situación de desempleo para mujeres y hombres refleja esta 
misma tendencia, siempre parte de un mayor desempleo para las mu-
jeres.

Además del desempleo, conseguir un trabajo formal representa un 
reto mayor. Para el año 2011 el 37% de las personas jóvenes ocupadas 
cotizaban para los seguros de salud y 39,5% para el seguro de pensio-
nes23 (OIT, 2013b, 61). Según OIT el porcentaje de personas jóvenes 
que trabajan por cuenta propia aumenta a medida que descienden 
sus ingresos, esto podría explicar su menor contribución en los siste-
mas de seguridad social (OIT, 2013b, 62).

El reto que enfrenta Centroamérica y República Dominicana para 
mejorar las condiciones de bienestar de las personas jóvenes pasa 
necesariamente por fortalecer las estrategias para que permanez-
can en el sistema educativo, para que mejoren sus condiciones 
laborales, para que accedan a servicios de salud sexual y salud 
reproductiva y para promover una mayor corresponsabilidad en 
las tareas de cuidados y de labores domésticas que tanto compro-
meten las oportunidades de las adolescentes y las jóvenes.

23	  La fuente no especifica si incluye cotización como asalariado, voluntario u otra modalidad.



37

Para contrarrestar este escenario y favorecer el acceso de las personas 
jóvenes al mercado laboral en condiciones decentes se han impulsado 
programas denominados como Primer Empleo. Estos programas se 
desarrollan a partir de modalidades que implican diferentes compo-
nentes y énfasis, como: programas de capacitación e intermediación 
laboral (presentes con variantes en los diferentes países); contratos 
de formación o de aprendizaje (Honduras); subsidios a la contratación 
(Panamá) y regímenes especiales para jóvenes (OIT, 2015d: 12). Sin 
embargo, a pesar de que en toda la región son las mujeres jóvenes 
quienes enfrentan mayor desempleo, estas iniciativas no toman en 
cuenta que las responsabilidades familiares y los quehaceres domés-
ticos representan el principal obstáculo para las oportunidades de las 
mujeres, desde muy temprana edad.

Por último, como se indicó anteriormente una condición de exclusión 
importante para las mujeres jóvenes es el embarazo. A pesar de que 
las tasas de fecundidad de adolescentes han descendido a nivel mun-
dial y a nivel subregional, es fundamental no menguar los esfuerzos e 
impulsar programas preventivos, innovadores y sostenibles de salud 
sexual y salud reproductiva dirigidos a toda la población joven.

Violencia en el lugar de trabajo

La violencia ejercida en los lugares de trabajo constituye un problema 
al que aun en la subregión no se le presta la atención necesaria. Los 
estudios realizados son en gran medida de carácter cualitativo, lo que 
está permitiendo identificar y analizar las dinámicas involucradas en 
esta violencia, así como el carácter de sus efectos, pero no dimensio-
nar la incidencia de este problema ni la magnitud de sus impactos en 
las personas que la viven, sus familias y comunidades, los centros de 
trabajo, las instituciones y la sociedad en general. 

El hostigamiento sexual, una de las expresiones de la violencia en el 
trabajo, es tratado como una violación de derechos humanos en mu-
chos países de la subregión, que cuentan con algún tipo de legislación 
para prevenirlo o sancionarlo. Sin embargo, es ampliamente conocido 
y aceptado que el número de procesos abiertos por esta causa solo 
recoge una mínima parte de las situaciones vividas por las personas 
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trabajadoras. Por otra parte, el acoso laboral comienza a ser recono-
cido en algunos países de la región como otra de las manifestaciones 
de la violencia en los lugares de trabajo, pero en este caso la legisla-
ción aún no es tan extendida como la relativa al hostigamiento sexual. 
La falta de instancias de denuncia hace particularmente difícil la tarea 
de estimar la incidencia del acoso laboral. 

En octubre, 2016 se realizó en Ginebra una reunión tripartita de ex-
pertos sobre la violencia en el lugar de trabajo, como primer paso en 
el proceso de elaboración de una nueva norma sobre violencia y aco-
so contra hombres y mujeres en el lugar de trabajo, en que se encuen-
tra inmerso la organización. El documento base recoge información 
sobre las distintas manifestaciones de la violencia en los lugares de 
trabajo, incluyendo la violencia física, más prevalente en los hombres 
según estudios realizados en Europa; la violencia psicológica o acoso, 
incluyendo el ciberacoso; y la violencia sexual, con mayor prevalencia 
en las mujeres (OIT, 2016f: 13). 

En América Latina existen aún pocos estudios sobre este problema. 
Una encuesta realizada en Centroamérica en el año 2011 que indagó 
sobre las condiciones de trabajo y salud arrojó cifras preocupantes so-
bre la violencia vivida por las mujeres en el medio laboral. Entre un 1% 
de mujeres (Guatemala) y un 4,1% (El Salvador) reportan haber sido 
objeto al menos una vez en el año anterior de acoso o abuso sexual 
en el centro de trabajo y entre un 0,3% de mujeres (Panamá) y un 2,9% 
(Costa Rica) son blanco de la violencia física ejercida por algún un 
compañero de trabajo. Otras expresiones de la violencia en el medio 
laboral detectadas en este estudio son la imposibilidad de expresarse, 
situación que viven entre un 1,3% de mujeres (Honduras) y un 6,4% 
(Nicaragua), y recibir con retraso el salario, a lo que están expuestas 
entre un 0,3% de mujeres (Panamá) y un 3,9% (Costa Rica). Aunque 
los hombres son también blanco de la violencia en el lugar de trabajo, 
las mujeres lo son más frecuentemente (Benavides et al., 2013: 41).

Otro tipo de agresiones contra las mujeres en los centros de estudio y 
de trabajo son los cuestionamientos, por ser mujeres, a sus capacida-
des para aprender, completar la formación, trabajar o desempeñarse 
en actividades consideradas tradicionalmente como masculinas, o en 
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puestos de responsabilidad y decisión. Un estudio realizado en Costa 
Rica lo denomina acoso sexista24 y está presente especialmente en 
aquellos centros que se dedican a actividades tradicionalmente con-
sideradas como masculinas. Usualmente toma la forma de violencia 
verbal, como burlas y cuestionamientos, y es ejercida tanto por com-
pañeros como por docentes y jefes. Ocasionalmente llega a expresio-
nes más agresivas como esconder herramientas, negar una ayuda re-
querida, o encerrar a una estudiante (Carcedo et al., 2013: 64) lo que 
representa un boicot activo contra las mujeres que quieren adentrarse 
en áreas no tradicionales. 

La violencia en el lugar de trabajo tiene numerosos impactos en las 
personas que la viven (físicos, emocionales, de salud, relacionales, la-
borales), generan ambientes poco propicios para el trabajo y el de-
sarrollo profesional, es una fuente de ausentismo, bajo rendimiento y 
pérdida de productividad, y puede conllevar la pérdida de empleo o 
la renuncia de quienes la viven. Para las mujeres, una forma de evitar 
esta violencia, en particular el acoso sexual y la violencia sexista, es 
restringirse a ocupaciones altamente feminizadas. 

Una de las expresiones extremas de la violencia contra los seres hu-
manos es el trabajo forzoso y la trata para explotación laboral. Este 
un problema que lejos de desaparecer se extiende cada vez con más 
fuerza. OIT estima que 21 millones de personas en el mundo son vícti-
mas de trabajo forzoso, de ellas, 11,4 millones son mujeres y niñas. El 
trabajo doméstico, la agricultura, la construcción, la manufactura y el 
entretenimiento son los sectores con mayores problemas de trabajo 
forzoso y trata, y las poblaciones migrantes e indígenas son las que 
mayores riesgos corren (OIT, 2016d). 

La violencia laboral en todas sus manifestaciones, incluyendo el tra-
bajo forzoso y la trata para explotación laboral, es un reto a enfrentar 
sin cuya erradicación no es posible alcanzar el ODS 8. Además, obsta-
culiza la consecución de otros ODS. En particular, y en forma directa, 
impide erradicar las desigualdades entre mujeres y hombres.

24	  Se trata de “conductas que buscan burlarse, menospreciar, degradar, ridiculizar o aislar a las 
mujeres dentro del ámbito laboral o educativo como forma de expresión de la discriminación 
contra éstas” (Carcedo et al., 2013: 58).
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Como se señaló al inicio, la legislación y las políticas públicas para 
proteger a las personas de la violencia que reciben en los centros 
de trabajo es aun limitada y en muchas ocasiones incipiente. Muchos 
países de la región han hecho el esfuerzo por penalizar el hostiga-
miento sexual, considerando que este tipo de norma conlleva una ma-
yor protección que la legislación que aborda este problema desde el 
ámbito administrativo. Sin embargo, quienes denuncian encuentran 
frecuentemente más obstáculos para conseguir resoluciones justas y 
reparadoras y más repercusiones negativas en el ámbito penal que en 
el administrativo. 

En este sentido, es fundamental que los países reconozcan en su 
legislación laboral las diferentes expresiones de violencia que ocu-
rren en el mundo del trabajo. Esto sin desmerito de que existan 
mecanismos de denuncia y sanción que operen por la vía penal. Vi-
sibilizando y caracterizando las diferentes formas de violencia en los 
códigos de trabajo, se puede delegar responsabilidades en las áreas 
de inspección laboral para que verifiquen si estas situaciones se pre-
sentan o no en los lugares de trabajo, y puedan informar, sensibilizar 
y ser una vía efectiva para canalizar estas denuncias. 

El acoso laboral y la violencia y discriminación por orientación sexual 
e identidad de género, encuentran aún más dificultades para ser en-
frentadas como violencia laboral desde las políticas públicas. En el 
primer caso hay menos legislación, en el segundo hay una casi total 
ausencia de normas específicas, por lo que frecuentemente las per-
sonas que han vivido estas formas de violencia en el trabajo deben 
recurrir a reglamentos internos omisos o a las normas y mecanismos 
establecidos para el hostigamiento sexual (OIT, 2016c: 63).

Por otra parte, algunas de las leyes de penalización de la violencia 
contra las mujeres aprobadas en la región incorporan la violencia la-
boral, o bien incluyen como uno de los ámbitos de aplicación de la 
norma las relaciones laborales25. En general se refieren a la discrimina-
ción en el centro de trabajo, como condicionante obstaculizador de la 

25	 Argentina, Bolivia, Brasil, El Salvador, Guatemala, Nicaragua, México, Panamá y Venezuela son 
países que cuentan con este tipo de leyes de penalización de la violencia contra las mujeres.
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estabilidad y el ascenso por ser mujeres, la discriminación salarial y el 
hostigamiento sexual. Algunas llegan a considerar femicidio la muerte 
de una mujer cuando existe una relación laboral con el femicida (Gua-
temala, Panamá). En ocasiones estas leyes incorporan medidas para 
apoyar a las mujeres que viven violencia en cualquier ámbito, como 
movilidad geográfica y suspensión laboral con reserva del puesto de 
trabajo, ajustar horarios y disponer de tiempo para procesos judiciales 
y otras gestiones requeridas para enfrentar la violencia que viven sin 
que se vean afectados sus derechos (Panamá). 

Hasta el momento se conoce más sobre los impactos negativos de 
la violencia laboral y la violencia vivida en el lugar de trabajo que de 
los positivos que han tenido estas normas y disposiciones. Lo que las 
experiencias indican, en particular las relacionadas con hostigamiento 
sexual, es que cualquier política que pretenda enfrentar exitosamente 
estas expresiones de violencia requiere de fuertes componentes de 
acompañamiento. La existencia de relaciones desiguales de poder en 
los centros de trabajo, y el hecho de que un resultado negativo puede 
poner en juego el empleo, son factores que desaniman a las mujeres 
a poner denuncias ya sean administrativas o penales. La prevención 
en forma de campañas sostenidas de información y sensibilización, así 
como el compromiso de jefaturas medias y altas con políticas de erra-
dicación de estas expresiones de violencia, pueden marcar diferencias 
significativas.

4.	 El futuro del trabajo de las mujeres en Centroamé-
rica y República Dominicana

En las últimas décadas se han producido cambios significativos en 
el mundo de la producción y el trabajo que apuntan a un futuro de 
nuevas y mayores transformaciones. Son cambios complejos que no 
siempre permiten identificar las tendencias y sus implicaciones en el 
mediano y largo plazo. Sin embargo, algunos aspectos son claves para 
analizar los posibles impactos diferenciados que puedan tener para 
las mujeres estos cambios.

La región se caracteriza por una gran heterogeneidad productiva entre 
sectores de la economía, dentro de los sectores, entre países, incluso 
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dentro de ellos, entre regiones y territorios. El patrón de crecimiento 
y acumulación en el continente tiende a concentrar la producción en 
los niveles de mayor productividad, aunque la mayoría de los trabajos 
se encuentra en los de baja productividad, con escasa articulación 
entre ambos niveles. Señala el Panorama Laboral de América Latina y 
el Caribe 2016, que la tendencia actual en el continente a depender 
de la exportación de materias primas y recursos naturales, con escaso 
aumento de productividad, se mantendrá si no se ponen en marcha 
políticas de desarrollo productivo (PDP) sólidas y sostenidas, centra-
das en diversificación, innovación y promoción de la productividad 
(OIT, 2016: 50).

En el año 2014 las mujeres en el conjunto de Centroamérica están 
sobrerrepresentadas en los sectores de baja productividad lo que las 
coloca en desventaja en relación a los hombres con las consiguientes 
implicaciones sobre la calidad de vida de ellas y sus familias, las posi-
bilidades de mejora profesional y laboral, y a futuro, sobre el derecho 
a una vejez con mínimos de seguridad material. Si las PDP no consi-
deran la necesidad de eliminar brechas de género en la inserción 
laboral según sector de productividad el panorama laboral futuro 
es poco halagüeño para las mujeres y esas brechas pueden aumen-
tar.

Los cambios tecnológicos están representando transformaciones, al-
gunas veces drásticas, en las formas en que se organiza la producción 
y por tanto en los mercados de trabajo y en las relaciones laborales. 
Han conllevado tanto pérdidas de empleos, como creación de nuevos 
y transformación de los existentes. La pérdida de empleos debido a 
los cambios tecnológicos (automatización, tecnificación, obsolescen-
cia) genera el temor que la mano de obra sea desplazada y la econo-
mía camine a un crecimiento sin empleo. Esto tendría consecuencias 
desastrosas para las personas y para la economía. 

No todos los empleos corren los mismos riesgos de desaparecer; los 
manuales y rutinarios son más fácilmente desplazables por el uso de 
nuevas tecnologías. El Banco Mundial estima que, en promedio, el 
49% de los empleos de América Latina (entre 40% y 64% según el 
país) están en riesgo de ser automatizados, y si desapareciera el re-
zago tecnológico en la región la cifra subiría a 67% (citado en OIT, 
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2016: 54). Por otra parte, los de calificación baja y media han crecido 
menos que los de calificación alta (en torno al 2% anual y cerca del 
3,5% anual respectivamente) (OIT, 2016: 55). Para las mujeres en Cen-
troamérica esta es una gran amenaza ya que ellas se concentran más 
que los hombres en ocupaciones de baja o nula calificación26, aún en 
países como Costa Rica, Panamá y República Dominicana en los que 
las mujeres tienen más años en promedio de formación27. 

Esta tendencia es probable que se profundice en el futuro ya que las 
mujeres están en desventaja con relación a los hombres para aprove-
char la creación de nuevos empleos tecnológicos, debido a las bre-
chas digitales de género en el acceso a las Tecnologías de Información 
y Comunicación (TICs) y en los usos que de ellas se hacen. La situación 
es más desventajosa para las mujeres de los primeros quintiles; en 
Costa Rica, en el año 2014, 46,5% de las mujeres tenían acceso a in-
ternet frente al 48,6% de los hombres, pero la diferencia en el acceso 
entre mujeres del primer y el quinto quintil es mucho mayor, 26,3% y 
46,5% respectivamente (CEPALSTAT consulta en línea). La menor par-
ticipación laboral de mujeres en áreas técnicas y tecnológicas comien-
za desde la formación; en Centroamérica y República Dominicana se 
mantienen patrones discriminatorios en la formación profesional que 
son reforzados por el rechazo de las empresas a contratar mujeres en 
ese tipo de ocupaciones (Carcedo et al., 2014).

En resumen, si no se produce una intervención estratégica para va-
riar los patrones discriminatorios de género tanto en la formación 
como en el mundo del trabajo, es de esperar que el desempleo 
tecnológico en el corto plazo afecte más a las mujeres, la genera-
ción de empleo tecnológico sea más provechado por los hombres, 
y aumenten las brechas en el mercado laboral tanto entre géneros 
como entre mujeres.

26	 En el año 2014 en Costa Rica, El Salvador, Panamá y República Dominicana, en torno al 50% 
de las mujeres ocupadas se concentran en comercio, servicios y ocupaciones no calificadas; 
en el caso de los hombres esta cifra es inferior el 40% (elaboración propia a partir de CE-
PALSTAT consulta en línea).

27	 Entre la población de 25 a 59 años, en el año 2014 la diferencia a favor de las mujeres es de 
0,2 años, 0,5 años y 0,9 años respectivamente (CEPALSTAT consulta en línea). La aparente 
contradicción se debe a la discriminación de las mujeres en el mercado laboral.
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Las innovaciones tecnológicas, junto con las dinámicas de la globaliza-
ción, están transformando las relaciones laborales con el surgimien-
to de nuevos modelos de empresas y nuevas formas de vinculación 
entre las empresas y las personas que trabajan. La fragmentación y 
deslocalización de los procesos de producción de bienes y servicios es 
una de las características de la economía globalizada que se potencia 
con las TICs. Estas nuevas tecnologías permiten el teletrabajo, y tam-
bién trabajar desde plataformas digitales en las que las vinculaciones 
pueden ser puntuales, según demanda de trabajo, o en ocasiones 
pierden el carácter de relación empresa contratante- persona contra-
tada para plantearse como una relación entre dos empresas o entre 
una empresa y una persona cuentapropista.

Las mujeres con responsabilidades familiares frecuentemente optan 
por trabajos a tiempo parcial o realizados en casa, por lo que es de 
esperar que estas nuevas formas de relaciones de trabajo sean vistas 
por muchas de ellas como la posibilidad de compatibilizar el trabajo 
remunerado y el de cuido. Sin embargo, estas formas atípicas de 
relación laboral, en el caso de las mujeres que trabajan en su casa, 
tienen los riesgos aumentados de cansancio por la necesidad de 
cubrir largas jornadas de trabajo para alcanzar ingresos mínimos, 
y no distinción de tiempos y espacios entre la vida personal y el 
trabajo, lo que en general no les ocurre a los hombres, ya que 
usualmente no asumen las tareas de cuido en el hogar. Estas situa-
ciones pueden verse agudizadas en el futuro.

Si este panorama se concreta, no será posible disminuir la desigual-
dad entre hombres y mujeres (ODS 5) y en consecuencia, tampoco 
la desigualdad en los países (ODS 10). Representaría un retroceso 
en materia de trabajo decente y un impacto negativo en las econo-
mías nacionales (ODS 8). Tendría impactos negativos sobre la pobreza 
(ODS 1), la erradicación del hambre (ODS 2), y la garantía de vidas 
sanas con bienestar (ODS 3) y educación (ODS 4).

Para contrarrestar los efectos negativos de los cambios en el mundo 
del trabajo y asegurarse no dejar a las mujeres atrás, es necesario im-
pulsar políticas proactivas y sostenidas. Al respecto la OIT ha señalado 
la necesidad de intervenciones estatales, que en particular puedan 
neutralizar o contrarrestar los impactos sobre las mujeres.
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Por el campo de la educación y la formación profesional pasa una 
de las rutas que concluyen en la segregación de género del mercado 
laboral, por esa razón se requieren políticas que impulsen la for-
mación de las mujeres en áreas técnicas y tecnológicas. Estas po-
líticas deben tener un carácter proactivo para desmontar las barreras 
culturales que naturalizan la división sexual del trabajo. Además, los 
cambios tecnológicos demandan una formación para el trabajo más 
compleja que la tradicional, en la que las habilidades personales y 
relacionales juegan un papel central.

Como se indicó anteriormente, en algunos países de la subregión las 
mujeres han alcanzado y en ocasiones superado los niveles de forma-
ción de los hombres, por lo cual este no es un argumento que expli-
que las segregaciones laborales horizontal y vertical y sus consecuen-
cias. Las mujeres de la subregión han demostrado en esta materia 
que alcanzan la igualdad en lo que depende de sus esfuerzos, pero 
no en los que depende de las oportunidades. Los límites en el 
mundo del trabajo los establecen las diversas formas de discrimi-
nación laboral de género, tanto para ingresar al mercado de trabajo 
(exclusión en la contratación) como para permanecer en condiciones 
dignas (el despido por embarazo, los salarios menores por trabajos 
del mismo valor y diversas formas de violencia en el trabajo como el 
hostigamiento sexual y el acoso laboral). En este sentido, si bien los 
países prohíben esas formas de discriminación, es una tarea imposter-
gable crear o revisar normas antidiscriminatorias y sus mecanismos 
de aplicación; en particular las relativas a la violencia en el lugar de 
trabajo, y el fortalecimiento técnico, humano y financiero de las ins-
pecciones de trabajo, con énfasis en la protección de los derechos 
de las mujeres.

Los cambios en las relaciones laborales obligan a revisar la forma en 
la que se legisla para proteger los derechos de las personas trabaja-
doras. La desregulación ha mostrado que el mercado laboral no es 
capaz de garantizar condiciones adecuadas de trabajo, remuneracio-
nes justas y suficientes, y cobertura de protección social, y son escasas 
las empresas que optan por la autorregulación. La coyuntura ofrece 
la oportunidad de repensar las formas jurídicas y prácticas para pro-
teger los derechos laborales en las relaciones atípicas, y en general 
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en el trabajo informal. En este sentido puede aportar la propuesta de 
prestaciones transferibles que no están vinculadas a un empleador 
sino a la persona que trabaja, por lo tanto estarían disponibles para 
todas independientemente de la categoría ocupacional. Esta una pro-
puesta que puede ser particularmente beneficiosa para las mujeres, 
especialmente ayudaría en la transición del trabajo doméstico remu-
nerado de la modalidad puertas adentro al trabajo por horas. Estas 
prestaciones podrían financiarse en la lógica de modelo tripartito si 
se reparte el aporte empresarial entre las empresas que son consumi-
doras finales del trabajo; y tendría la posibilidad de asignar recursos 
a la capacitación y actualización profesional de las personas que tra-
bajan temporalmente. Sin embargo, esta posibilidad no cubriría a las 
personas cuentapropistas que prestan servicios ocasionales y no ne-
cesariamente a empresas, y las personas que no generan suficientes 
ingresos con su actividad -especialmente las mujeres por las brechas 
salariales- podrían tener problemas para el pago de su cuota. Por otra 
parte, es una modalidad que apunta a la cobertura de las prestaciones 
laborales, pero no garantiza las condiciones de jornada laboral, remu-
neración adecuada respetando el salario mínimo, o el reconocimiento 
de horas extras (OIT, 2016e: 3). En todo caso debates en torno a pro-
puestas como estas son urgentes para pensar otras formas de regular 
el mercado de trabajo y las legislaciones protectoras de los derechos 
laborales.

En la coyuntura actual, la discusión sobre la economía del cuidado es 
particularmente oportuna. Si bien existe suficiente evidencia sobre las 
implicaciones negativas que tiene la actual organización de los cui-
dados, el envejecimiento de la población podría agravarlas si no se 
toman medidas que transformen esa organización injusta. Reconocer 
e incluir los cuidados en el conjunto de la economía de los países 
es una tarea urgente que puede abrir importantes oportunidades. 
La corresponsabilidad entre las familias, el Estado, las empresas y las 
organizaciones sociales, no solo liberará a las mujeres para invertir en 
su desarrollo personal y profesional. Además, generará nuevas fuen-
tes de trabajo y abre la oportunidad de profesionalizar el trabajo do-
méstico remunerado, una de las ocupaciones donde se han aceptado 
formas de discriminación laboral, incluso legales.
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Las transformaciones que está viviendo el mundo del trabajo posibili-
tan un cambio de paradigma que va más allá de lo laboral. El trabajo 
remunerado ha sido la vía central para acceder a recursos de vida y 
a cierta protección social; sin embargo, este esquema varia rápida-
mente y el futuro no ofrece garantías en este sentido, por lo que se 
plantea la necesidad de asegurar ingresos personales y familiares que 
no dependan de la condición laboral, sino que esté vinculada a formas 
de redistribución.

Anexo

Gráfico 1

Centroamérica y República Dominicana (7 países): Aporte de las mu-
jeres al total del ingreso laboral del hogar en el primer y el quinto 

quintil, alrededor de 2012
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-	 Fuente: Adaptación de CEPAL sobre la base de tabulaciones de las encuestas de 
hogares de los respectivos países. CEPAL, 2014: 198.
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